Proyecto de Ley

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de
Ley
 

Artículo 1º: Modifíquese el articulo 676 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires (Decreto-ley 7425/68 y modificatorias), el que quedara redactado de la siguiente manera: 

“Articulo 676 bis: Entrega del inmueble al accionante. En los casos que la acción de desalojo se dirija contra tenedor precario o intruso, en cualquier estado del juicio y a pedido del actor, el Juez deberá disponer la entrega del inmueble en el plazo improrrogable de 48 horas, siempre que el derecho invocado fuera verosímil, y previa caución real por los eventuales daños y perjuicios que se pudieran irrogar.”

Artículo 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fundamentos

La existencia del hombre en una sociedad democrática es inconcebible sin libertad. No solamente sin alguna de sus especies, sino de cualquiera de ellas, incluyendo a la propiedad privada. Esa existencia tampoco es posible sin dignidad, y la propiedad, además de ser un medio adecuado para posibilitar el ejercicio de otras libertades humanas, dignifica al hombre al ofrecerle seguridad material y espiritual, constituyendo el reconocimiento a su habilidad, talento y esfuerzo en el desarrollo de una actividad laboral y productiva.

La libertad de propiedad privada, como cada una de las especies del genero libertad, constituye uno de los atributos más importantes del hombre, que le permite satisfacer una amplísima gama de necesidades, tanto de índole material como espiritual, de carácter individual o social. Desprovisto de ese atributo por obra de la ley positiva, el hombre tendrá sumamente restringido su campo de desarrollo y creatividad, generando un grave perjuicio para la sociedad en orden a su progreso y bienestar.

Como toda libertad, la libertad de propiedad es inviolable, pero no absoluta en el marco de la convivencia social. Un Estado personalista, cuya finalidad única reside en concretar la plena vigencia de la libertad y dignidad del hombre, reconoce jurídicamente la propiedad privada y la reviste con las garantías necesarias para que su ejercicio sea amplio, posible y efectivo. Pero, como no se trata de una libertad absoluta, el Estado tiene el deber de armonizar su ejercicio con las restantes libertades que la ley reconoce a todos los individuos y grupos sociales, aunque sin caer en el extremo de desconocer su inviolabilidad mediante restricciones y reglamentos que conduzcan, en definitiva, a su negación o desnaturalización.

Si bien la propiedad privada eleva la condición humana y le imprime mayor independencia a su vida, pocas instituciones han sido objeto de tan enconados ataques por parte de ciertas doctrinas políticas transpersonalistas, sobre todo en el curso del siglo pasado, donde la consecuencia practica de tales concepciones ha sido la degradación moral y la privación del bienestar legitimo para aquellas sociedades en las cuales fue desconocida o desnaturalizada la propiedad individual.

En el pensamiento de Alberdi, y de sus contemporáneos, el fortalecimiento del derecho a la propiedad privada era uno de los instrumentos fundamentales para concretar el progreso del país y de sus habitantes. No solamente en un ámbito material sino también, y por añaduria, en el ámbito espiritual. Reflejando esta concepción, Nicolás Avellaneda escribía que “La propiedad levanta la condición del hombre e imprime a su carácter la independencia que su vida asume; y como ha sido adquirida por el trabajo, que es un esfuerzo, y preparada por la economía, que es una previsión, le da la conciencia enérgica de sus facultades y de sus fuerzas. El propietario se reconoce entonces dueño d su destino, porque ha luchado hasta realizar el sueño de su ambición y por que ha vencido”.

Sobre el particular, y con referencia al derecho de propiedad, S.S. Juan Pablo II, con su visión realista y propuesta de equilibrio en libertad, explico que, “es un derecho importante no solo para el individuo en particular, sino además para el bien común. La experiencia nos demuestra que la negación de tal derecho o su limitación en nombre de una pretendida igualdad de todos en la sociedad reduce, sin más, o destruye de hecho el espíritu de iniciativa, es decir, la subjetividad creativa del ciudadano. En consecuencia, surge, de este modo, no sólo una verdadera desigualdad, sino una nivelación descendente”.

A tales propósitos respondieron, entre otros, los artículos 20 y 75, inciso 18 de la Constitución. La apertura a una inmigración productiva y la cláusula del progreso, ofrecieron una amplia protección a la creatividad, vida y patrimonio de nacionales y extranjeros. Permitieron, en la segunda mitad del siglo XIX, poblar amplias zonas deshabitadas del país generando importantes inversiones de capital y trabajo que coadyuvaron a un crecimiento inusual, por su celeridad e intensidad, en el seno de las naciones consolidadas en esa época.

Hoy, el panorama sobre todo en nuestra provincia lamentablemente, es totalmente distinto, ya que, la violación a este derecho constitucional viene siendo moneda corriente, y no encuentra a nivel judicial una respuesta inmediata, para que la vejación ocasionada por el otro justiciable cese inmediatamente, incluso habiéndose controlado la verosimilitud del derecho en cuestión y el peligro en la demora. 

Ello así, se puede decir que la usurpación se ha convertido en un modelo de defraudación, a pesar de que las autoridades del Registro de la Propiedad bonaerense reforzaron en los últimos años la seguridad en el resguardo de la información, aún es fácil obtener datos de inmuebles y sus dueños por vías legales y luego hacer mal uso de ellos.

Es por ello que este proyecto tiene como objeto primordial el de poner en cabeza de los jueces competentes el deber y no la facultad de ordenar en cualquier instancia, siempre a pedido del actor y cuando se haya comprobado la verosimilitud del derecho invocado y el peligro en la demora, la entrega inmediata del bien, en el plazo improrrogable de 48 horas a su propietario.

Por todo lo expuesto es que solicito a los Señores Diputados me acompañen con su voto afirmativo el presente proyecto de Ley.

